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Buenos días:
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00.
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Señora 
JUEZ TRECE CIVIL DEL CIRCUITO DE ORALIDAD DE MEDELLÍN 
E.S.D. 
 

REF: Proceso Verbal de Declaración de Simulación Relativa de CRISTINA 
TORRES URREGO vs ORLANDA DE JESÚS ZAPATA MANCO y 
otros. 

RDO: 2020 – 00232 - 00. 
ASUNTO: Contestación Demanda y Excepciones de Mérito. 

 

OSCAR DARÍO VÁSQUEZ TORRES, mayor de edad, vecino y residente en el 
Municipio de Medellín, abogado titulado, con Tarjeta Profesional No. 65.695 del 
Consejo Superior de la Judicatura e identificado con cédula de ciudadanía No. 
71.697.189 de Medellín, actuando en calidad de apoderado judicial de los 
demandados en el proceso de la referencia, señores ORLANDA DE JESÚS ZAPATA 
MANCO, mujer mayor de edad, vecina y residente en el Municipio de Dabeiba, 
Antioquia, e identificada con cédula de ciudadanía No. 32´542.910; DUVAN 
YAMID SANMIGUEL ZAPATA, mayor de edad, vecino y residente en el Municipio 
de Dabeiba, Antioquia, e identificado con cédula de ciudadanía No. 1.039´286.435; 
JUAN CAMILO VELÁSQUEZ ZAPATA, mayor de edad, vecino y residente en el 
Municipio de Dabeiba, Antioquia, e identificado con cédula de ciudadanía No. 
1.039´285.043; y, MARIA ADALGIZA HOYOS NARANJO, mujer mayor de edad, 
vecina y residente en el Municipio de La Estrella, Antioquia, e identificada con cédula 
de ciudadanía No. 32´468.435, dentro del término legal para hacerlo me permito 
dar contestación al escrito de Demanda Verbal de Mayor Cuantía de Declaratoria de 
Simulación Relativa que ante su Despacho impetró la señora CRISTINA TORRES 
URREGO, mujer mayor de edad, vecina y residente en el Municipio de Medellín e 
identificada con cédula de ciudadanía No. 1.017´175.535, quien actúa en su 
calidad de madre y representante legal de su hijo menor de edad, JUAN DIEGO 
RESTREPO TORRES, identificado con Tarjeta de Identidad No. 1.020´302.829, la 
cual cursa bajo el radicado de la referencia, de conformidad con lo dispuesto por el 
artículo 92 del Código de Procedimiento Civil en los siguientes términos: 
 

A LOS HECHOS 
 

AL HECHO 1: Es cierto según se acredita del documento público aportado como 
prueba de la unión marital de hecho reconocida en forma idónea y ante Notario 
Público, obrante a folio 68 del expediente digital recibido. 
 

AL HECHO 2: Es cierto y así se acredita con las copias de los folios de los registros 
civiles de nacimiento obrantes a folios 97, 98 y 99, del expediente digital. 
 

AL HECHO 3: No es cierto. Al momento de su fallecimiento, el señor DIEGO 
ARTURO RESTREPO ZAPATA se encontraba separado físicamente de la señora 
CRISTINA TORRES URREGO y ya no hacía vida marital con ella, teniendo fijada su 
residencia en la ciudad de Medellín, donde compartía un apartamento con su amigo 
JUAN FERNANDO ECHAVARRÍA HIGUITA, el cual se ubica en la Carrera lo cual 
se acredita con la prueba documental que se adjunta a esta respuesta. 
 

AL HECHO 4: Es cierto y así se desprende de la copia del registro civil de defunción 
obrante a folio 96 del expediente digital recibido. 
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AL HECHO 5: Es cierto y obra el instrumento público a folio 50 del expediente 
digital recibido. 
 

AL HECHO 6: No es cierto. El señor DIEGO ARTURO RESTREPO ZAPATA 
siempre fue un hombre cumplidor de sus deberes, no requería realizar maniobras de 
ocultamientos ni mucho menos fue demandado para lograr el cumplimiento de sus 
obligaciones como padre de sus hijos, amén que no obra en el expediente ni siquiera 
prueba sumaria que demuestre este dicho, pues al menos hubiera aportado 
demandas por obligaciones alimentarias o demandas ejecutivas o requerimientos por 
parte de entidades del sector público, por lo que es ajeno a la realidad no lo narrado 
en este hecho. 
 

AL HECHO 7: No es cierto. Nuevamente falta a la verdad la parte demandante, 
pues ni siquiera aporta prueba alguna de la que pueda inferirse la más mínima 
participación del fallecido DIEGO ARTURO RESTREPO ZAPATA en los actos 
jurídicos enumerados en este hecho, en especial, no existe en el expediente ni fue 
aportada con el libelo genitor prueba alguna que acredite el dicho de la demandante 
de conformidad con la regla consagrada en el artículo 167 del Código General del 
Proceso, que establece que “Incumbe a las partes probar el supuesto de hecho de las 
normas que consagran el efecto jurídico que ellas persiguen”. 
 
Por su parte, el artículo 1857 del Código Civil, inciso segundo, señala que la venta de 
bienes raíces se reputa perfecta una vez se ha otorgado la escritura pública 
correspondiente y el 1863 señala que la venta es pura y simple, cumpliéndose a 
cabalidad con la ritualidad para la validez y eficacia de los negocios jurídicos 
relacionados en las escrituras públicas señaladas en este hecho. 
 
Se hace necesario recordar que la escritura pública es un documento público que 
goza de la presunción de autenticidad que tiene los efectos jurídicos que la ley prevé, 
por lo que es un medio de prueba que se presume auténtico y acredita la existencia 
del hecho o acto jurídico en ella contenida y que al ser autorizada por el Notario da fe 
pública y garantiza que las personas que intervinieron en el acto jurídico son y 
corresponde a lo expresado en dicho instrumento. Al no existir prueba de la 
inexistencia o irrealidad del acto jurídico consagrado en los instrumentos públicos 
atacados, será necesario Señora Juez, decretar la prosperidad de las excepciones que 
más adelante se formulan. 
 

AL HECHO 8: No es cierto. Se itera al Despacho, que el señor DIEGO ARTURO 
RESTREPO ZAPATA no intervino en forma alguna en los negocios jurídicos atacados 
de simulación relativa, sin que se haya aportado prueba de tal hecho, mientras que 
con la prueba que se aporta con esta contestación, se acredita la capacidad 
económica que para la época en que se adquirieron los bienes inmuebles tenían mis 
poderdantes. 
 
En este sentido, se informa al Despacho, tal como lo manifiesta la parte demanda en 
su escrito de demanda, que mi prohijada ORLANDA DE JESÚS ZAPATA MANCO, 
laboró al servicio de la Rama Judicial como se acredita con las pruebas documentales 
que se aportan, siendo el último cargo ocupado el de Secretaria de Despacho de 
Juzgado Penal del Circuito, recibiendo adicionalmente, la reliquidación de su mesada 
pensional, lo que acredita su capacidad económica para la adquisición de los bienes 
inmuebles a su nombre y también el apoyo que brindó a su único hijo DUVAN 
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YAMID SANMIGUEL ZAPATA para la adquisición del otro bien inmueble aquí 
señalado. 
 
Por su parte, el joven JUAN CAMILO VELÁSQUEZ ZAPATA, para la época de 
adquisición del bien inmueble, además de recursos propios recibió el apoyo 
económico de parte de su madre, LIBERTAD ZAPATA MANCO, que laboraba para 
la época de adquisición del bien inmueble conforme se acredita con la prueba del 
extracto de semanas cotizadas que se adjunta y además recibió reparación integral 
como víctima del conflicto armado de parte de ACCIÓN SOCIAL DE LA 
PRESIDENCIA DE LA REPÚBLICA, tal como se acredita con la prueba documental 
que se aporta, lo que desvirtúa la falsa afirmación hecha por la parte demandante de 
ausencia de capacidad económica en su calidad de comprador del inmueble referido 
en la escritura pública No. 1027 del 30 de septiembre de 2009 de la Notaría Única de 
Chigorodó, Antioquia. Mucho menos puede inferirse Señora Juez, que por el hecho de 
una persona estar terminando o haber terminado estudios técnicos, no posea 
capacidad económica suficiente para la adquisición de un bien inmueble, 
correspondiendo a la parte actora, tal y como se ha señalado, la carga de la prueba, 
no de la incapacidad económica, sino de haber sido el comprador quien se señala en 
el libelo genitor, lo cual, también se ha señalado, brilla por su ausencia. 
 
Indico al Despacho, que para acreditar lo señalado en esta respuesta, se elevó 
derecho de petición ante la UNIDAD PARA LA ATENCIÓN Y REPARACIÓN 
INTEGRAL A LAS VÍCTIMAS, que es la dependencia estatal que al día de hoy 
realiza la gestión y trámite de reparación de víctimas, el cual quedó radicado bajo el 
número 202171112441522, cuya respuesta será anexada al expediente una vez 
sea recibida de la parte de dicha Entidad. 
 
Y, en cuanto a la señora MARIA ADALGIZA HOYOS NARANJO, es una persona 
tercera compradora de buena fe, que en nada puede verse afectado su negocio de 
compraventa y está protegida por nuestro ordenamiento jurídico, amén de que dicho 
acto jurídico de compraventa no está afectado de vicio alguno y no fue vinculado al 
proceso según se lee en el libelo genitor. 
 

AL HECHO 9: No es cierto. En el presente caso, amplia ha sido la jurisprudencia de 
la Corte Suprema de Justicia desde antiquísimo tiempo, referente al artículo 1934 del 
Código Civil, que a la letra reza: “Efectos. Si en la escritura de ventas se expresa 
haberse pagado el precio, no se admitirá prueba alguna en contrario sino la nulidad o 
falsificación de la escritura, y sólo en virtud de esta prueba habrá acción contra 
terceros poseedores”, estableciendo la jurisprudencia que no es posible objetar el 
pago del precio estipulado “… a menos, claro está, que se demuestre la nulidad o la 
falsedad de la escritura.”. 
 

AL HECHO 10: No es un hecho y no es cierto. Lo aquí narrado constituye una 
apreciación jurídica errada de parte de la demandante que saca conclusiones que 
solo habitan en su imaginario que la ha llevado a promover una acción de simulación 
relativa sin la acreditación necesaria para la prosperidad de su pretensión. 
 

AL HECHO 11: Es cierto en cuanto al cumplimiento del requisito de procedibilidad. 
 

A LAS PRETENSIONES 
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Manifiestan mis poderdantes Señor Juez, que SE OPONEN a todas y cada una de las 
pretensiones de la demanda por carecer de sustento fáctico que las hagan 
procedentes y solicitan, en consecuencia, que sea condenada en costas y agencias en 
derecho la demandante CRISTINA TORRES URREGO, quien actúa en calidad de 
representante legal de su hijo menor de edad JUAN DIEGO RESTREPO TORRES, 
por la temeridad de la acción impetrada y por la temeridad de las afirmaciones 
hechas en contra de los demandados ORLANDA DE JESÚS ZAPATA MANCO, 
DUVAN YAMID SANMIGUEL ZAPATA, JUAN CAMILO VELÁSQUEZ ZAPATA y 
MARIA ADALGIZA HOYOS NARANJO. 
 

EXCEPCIONES DE MÉRITO 
 

Manifiesto al Despacho, que propongo como excepciones para que sean resueltas con 
la sentencia que desate la litis, las siguientes: 
 

PRIMERA: FALTA DE LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA POR ACTIVA.- Esta 
excepción Señora Juez, se formula con fundamento en lo expresado por la parte 
actora en el libelo introductor, por la manera cómo están expresados los hechos de la 
demanda y la formulación de las pretensiones. Es allí, en el escrito de demanda, 
donde la parte actora plantea su petición principal y solicita al Operador Judicial, el 
reconocimiento del derecho que considera ha sido conculcado o violentado por la 
parte demandada. Es así como la jurisprudencia establecida por la Corte Suprema de 
Justicia ha destacado que en los casos en que el referido libelo introductorio no tenga 
la suficiente claridad, o resulte confuso o ambiguo, se impone al operador judicial 
interpretarlo, sin que en ese laborío hermenéutico pueda variar sus genuinos sentidos 
y alcances, como quiera que el cumplimiento de este deber tiene por fin desentrañar 
el verdadero significado de la demanda y no provocar su desfiguración. Al respecto, 
la Honorable Sala Civil de Casación de la Corte, sobre este asunto recordó que es 
“deber del juez (…) interpretar la demanda, “supeditado a los términos y conceptos 
de los que el demandante se hubiere valido para exponer tanto la pretensión como la 
causa petendi de la misma‟ (CLXXXVIII, 139), si adolece de la exigible o deseable 
claridad y precisión, aplicando un criterio lógico, racional o coherente a su plenitud e 
integridad, sin mutarla ni reemplazarla” (Cas. Civ., sentencia del 3 de noviembre de 
2010, expediente No. 20001-3103-003-2007-00100-01). 
 
Y es que Señora Juez, desde el libelo introductor no se aportó prueba alguna que 
demuestre -al menos sumariamente- la participación del difunto DIEGO ARTURO 
RESTREPO ZAPATA en los actos negociales atacados como simulados 
relativamente, elemento que es necesario desentrañar desde ese instante de 
presentación de la demanda, porque la legitimación en la causa es entendida como el 
nexo que une a las partes, permitiendo a la una accionar y a la otra responder a los 
reclamos de la demanda, debido a que de no cumplirse tal conexión entre quienes se 
traban en un pleito, se presentaría una restricción para actuar insubsanable 
procesalmente que impide abordar el fondo de la contienda. 
 
En este sentido, ha señalado la jurisprudencia: 

“Si bien la posibilidad de que toda persona acceda a la administración de justicia 
es un principio de orden constitucional, tal garantía no es absoluta, ni su 
ejercicio puede ser producto del capricho o el arbitrio de los querellantes. 
Solamente el titular de derecho o quien puede llegar a serlo, está facultado para 
ponerla en funcionamiento, frente al obligado a respetarlos o a mantenerlos 
indemnes. 
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El nexo que une a las partes, permitiendo a la una accionar y a la otra 
responder a tales reclamos, es lo que se conoce como legitimación en la causa. 
Su importancia es tal, que no depende de la forma como asuman el debate los 
intervinientes, sino que el fallador debe establecerla prioritariamente en cada 
pugna al entrar a desatar la litis o, en casos excepcionales, desde sus albores. 
De no cumplirse tal conexión entre quienes se traban en un pleito, se 
presentaría una restricción para actuar o comparecer, sin que se trate de un 
aspecto procesal susceptible de subsanación, sino que, por su trascendencia, 
tiene una connotación sustancial que impide abordar el fondo de la contienda. 
La Corte en sentencia de 24 de julio de 2012, exp. 1998-21524-01, reiteró que 
“la legitimación en la causa consiste en ser la persona que la ley faculta para 
ejercitar la acción o para resistir la misma, por lo que concierne con el derecho 
sustancial y no al procesal, conforme lo tiene decantado la jurisprudencia (…) 
En efecto, ésta ha sostenido que ‘el interés legítimo, serio y actual del ‘titular de 
una determinada relación jurídica o estado jurídico’ (U. Rocco, Tratado de 
derecho procesal civil, T. I, Parte general, 2ª reimpresión, Temis-Depalma, 
Bogotá, Buenos Aires, 1983, pp 360), exige plena coincidencia ´de la persona 
del actor con la persona a la cual la ley concede la acción (legitimación activa) y 
la identidad de la persona del demandado con la persona contra la cual es 
concedida la acción (legitimación pasiva). (Instituciones de Derecho Procesal 
Civil, I, 185)’ (CXXXVIII, 364/65), y el juez debe verificarla ‘con independencia 
de la actividad de las partes y sujetos procesales al constituir una exigencia de 
la sentencia estimatoria o desestimatoria, según quien pretende y frente a quien 
se reclama el derecho sea o no su titular’ (cas. civ. Sentencia de 1º de julio de 
2008, [SC-061-2008], exp. 11001-3103-033-2001-06291-01). Y ha sido enfática 
en sostener que tal fenómeno jurídico ‘es cuestión propia del derecho sustancial 
y no del procesal, por cuanto alude a la pretensión debatida en el litigio y no a 
los requisitos indispensables para la integración y desarrollo válido de éste’ 
(Sent. de Cas. Civ. de 14 de agosto de 1995, Exp. No 4268, reiterada en el fallo 
de 12 de junio de 2001, Exp. No 6050). 
La legitimación, así mismo, depende de la naturaleza de la reclamación y del 
interés que se pretende hacer valer o garantizar, ya que indistintamente del 
vínculo existente entre los litigantes, debe hacerse uso de los medios apropiados 
para cada fin.” 
(Corte Suprema de Justicia. Sentencia del 9 de abril de 2014, SC4468-2014. 
Ref: Exp. 0800131030022008-00069-01. Magistrado ponente: FERNANDO 
GIRALDO GUTIÉRREZ). 

 
Es así como la Honorable Corte Suprema de Justicia, ha señalado la necesidad de la 
preexistencia de la relación jurídico procesal en el entendido que haya claridad sobre 
en qué consiste el derecho personal pregonado de quien acude a la Judicatura, 
predicándose unos contornos precisos que lo delimiten. Para el efecto, el maestro 
HERNANDO DEVIS ECHANDÍA, en su obra COMPENDIO DE DERECHO PROCESAL 
CIVIL, Parte general, Ed. Temis – Bogotá, 1963, pag. 125, estableció:  

“g) Es elemento de la procedencia de la demanda y presupuesto de la 
pretensión para la sentencia de fondo. Como se ve, la legitimación es, en 
realidad, un presupuesto de la pretensión contenida en la demanda, 
entendiendo el concepto en su verdadero sentido; es decir, que sea procedente 
la sentencia de fondo. Forma parte de la fundamentación de la demanda en 
sentido general, pero si falta es más apropiado decir que esta es improcedente, 
porque así se da mejor idea de la situación jurídica que se presenta: no procede 
entonces resolver sobre la existencia del derecho o relación jurídica material, y 
el juez debe limitarse a declarar que está inhibido para hacerlo -hoy en día 
nuestro ordenamiento consagra que no puede haber sentencias inhibitorias. Y 
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se debe hablar de demanda infundada, cuando no se prueba el derecho 
material alegado o cuando aparezca una excepción perentoria que lo desvirtúe o 
extinga. 

Resulta evidente de lo expuesto, que la legitimación en la causa (como el 
interés para obrar) no es un presupuesto procesal, porque lejos de referirse al 
procedimiento o al válido ejercicio de la acción, contempla la relación sustancial 
que debe existir entre el sujeto demandante o demandado y el interés 
perseguido en el juicio.” 

 
De los hechos de la demanda y de la prueba aportada con el libelo genitor, no se 
desprende Señora Juez, prueba alguna que acredite la vinculación del señor DIEGO 
ARTURO RESTREPO ZAPATA en los actos jurídicos celebrados mediante los 
instrumentos públicos señalados en el hecho séptimo de la demanda, esto es, 
escrituras públicas Nos. 1287 del 17 de mayo de 2011 de la Notaría Primera de 
Medellín, 1027 del 30 de septiembre de 2009 de la Notaría Única de Chigorodó y 
1637 del 13 de mayo de 2009 de la Notaría Veinticinco de Medellín, pues decir que 
era “voz populi” no constituye plena prueba para desvirtuar un instrumento público 
que goza de fe pública, amén que no se ha acreditado igualmente la causa simulandi 
que llevaría al señor RESTREPO ZAPATA para valerse de terceras personas para la 
realización de los actos jurídicos que a él corresponden, pues se dice que era para 
ocultar sus bienes de obligaciones  
 
En este entendido, se aporta material probatorio conducente y pertinente, que 
acredita la existencia de capacidad económica en los demandados para la adquisición 
de los bienes inmuebles que se indican en la demanda, además que no se desconoce 
la validez ni tampoco se atacan los fundamentos fácticos de los negocios jurídicos allí 
señalados por lo que, ante esta falencia sustantiva y procesal, se solicita la Señora 
Juez, DECLARAR PROBADA esta excepción y abstenerse de acceder a las 
pretensiones de la demanda, condenando en costas y agencias en derecho a la 
demandante por la temeridad de su acción. 
 

SEGUNDA: INEXISTENCIA DE HECHOS CONSTITUTIVOS DE SIMULACIÓN.- 
Esta excepción se fundamenta Señor Juez, en que no existe acreditado dentro del 
expediente y a partir del libelo genitor, la causa simulandi por la cual el señor DIEGO 
ARTURO RESTREPO ZAPATA tuviera la necesidad de realizar negocios jurídicos a 
través de interpuesta persona, más allá de estar acreditado, con esta contestación, la 
realidad del negocio jurídico atacado a través de la presente acción. 
 
Al respecto, el profesor HÉCTOR CÁMARA, en su obra SIMULACIÓN EN LOS ACTOS 
JURÍDICOS, Editorial Jurídica Amerindia, Bogotá, Primera reimpresión, 1998, pág. 
199, referente al concepto de la causa simulandi, enseña lo siguiente: 
 “Qué se entiende por causa simulandi? 
 Podemos decir que es el interés que lleva a las partes a formalizar el contrato 
simulado; o sea, el porqué del engaño, el objetivo que induce a efectuarlo. 
 La causa simulandi es la utilidad que los individuos obtienen al concluir el negocio 
viciado, el móvil o principio determinante a que han obedecido, porque no es lógico que 
obren sin razones; éste es el primer signo revelador de la ficción, como la demostración de la 
causa en el crimen, su intención final, sirviendo de brújula o medio de orientación para la 
pesquisa.” 
 
Por su parte, nuestro máximo órgano de cierre en lo civil señaló en sentencia 
SC2582-2020 del 27 de julio de 2020, con ponencia del H.M. Dr. AROLDO 
WILSON QUIROZ MONSALVO, con número de radicación 68001-31-03-008-2008-
00133-01, en cuanto a la prueba para acreditar los hechos constitutivos de 
simulación, lo siguiente: 
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“2. Los indicios son instrumentos suasorios caracterizados porque su contenido 
descansa en la inferencia realizada por el funcionario judicial, quien basado en supuestos 
fácticos, plenamente demostrados, establece otros por derivación. 

De allí que, en la clasificación entre pruebas directas e indirectas, los indicios se 
encasillen dentro de las últimas, al requerir de un hecho intermedio que sirve de 
antecedente para la acreditación de uno nuevo, el cual se deduce por medio de un 
análisis lógico o experiencial. 

Al respecto, la Corte ha dicho: 
[E] es a través de la inferencia indiciaria como el sentenciador puede, a partir de 
hechos debidamente comprobados y valorados como signos, arribar a conclusiones 
que no podrían jamás revelarse de no ser por la mediación del razonamiento 
deductivo. De ahí que a este tipo de prueba se le llame también circunstancial o 
indirecta, pues el juez no tiene ningún contacto sensible (empírico) con el hecho 
desconocido, pero sí con otros que únicamente el entendimiento humano puede ligar 
con el primero (SC7274, 10 jun. 2015, rad. n.° 1996-24325-01). 
Por la naturaleza de los indicios, fundamentalmente se configurará error facti cuando 

el juzgador se equivoca en la determinación de los hechos indicadores o en el juicio 
inferencial; esto es, cuando deja de apreciar, tergiversa o supone los medios demostrativos 
que dan cuenta de los sustratos fácticos intermediarios, así como cuando el razonamiento 
deductivo es arbitrario o carente de sindéresis (CSJ, SC225, 27 jun. 1989).  

Tal es la posición jurisprudencial sobre la materia: 
Con apoyo en [la] estructura de la prueba indiciaria es viable colegir que su errada 
ponderación fáctica solamente puede darse, en primer lugar, por la incorrecta 
apreciación de los hechos indicadores, ya sea por preterirse los efectivamente 
demostrados, o por desfigurárseles al punto de hacerles perder los efectos que de 
ellos se derivan, o por suponerse unos inexistentes; y, en segundo lugar, porque el 
raciocinio del sentenciador al deducir el hecho indicado, contradiga abierta y 
notoriamente el sentido común o las leyes de la naturaleza (CSJ, SC12469, 6 sep. 
2016, rad. n.° 1999-00301-01). 
Conviene recordar que, en todo caso, por el carácter contingente de la prueba 

indiciaria, «en presencia de diversas inferencias presuntivas (fundadas sobre diversos 'hechos 
conocidos')», resulta necesario que «éstas converjan hacia la misma conclusión: esto es, 
cada una de ellas debe ofrecer elementos de confirmación para la, misma hipótesis sobre el 
hecho a probar». Así lo prescribe el artículo 250 del Código de Procedimiento Civil (ahora 242 
del Código General del Proceso): «El juez apreciará los indicios en conjunto, teniendo en 
consideración su gravedad, concordancia y convergencia y su relación con las demás pruebas 
que obren en el proceso». 

De manera que, cuando en el proceso existan indicios y contraindicios respecto a una 
misma situación, corresponderá al funcionario judicial hacer un análisis integral, con el fin de 
establecer cuál de las inferencias presuntivas ofrece mayor poder persuasivo, sin que sea 
posible restringir el análisis a un solo grupo de ellos, so pena de incurrir en un error de hecho 
por haberse «dejado de relacionar indicios entre si que hubiesen permitido llegar a una 
decisión diversa» (CSJ, AC1174, 23 mar. 2018, rad. n.° 2009-00174-01). Total que, la 
libertad en la valoración probatoria del juzgador, «no es de tal naturaleza que pueda dejar de 
ver hechos que aparecen demostrados en el proceso y que ciertamente sirven de hechos 
indicados de otros» (CSJ, Sc, 23 mar. 1977). 

En otras palabras, no es suficiente que el fallador estime que «existían otras 
probanzas en calidad de contraindicios», sino que debe plantear debidamente «las razones o 
motivos que justificaran y destruyeran los indicios acreditados, con la existencia de esas 

contrapruebas» (5C033, 15 en. 2015, rad. n.° 2006-00307-01). (Negrillas fuera de texto) 
 
Más adelante señaló: 

“Es pacífico que, para demostrar una simulación, «[e]l punto de partida está dado por 
el motivo de la simulación, lo cual no es más que el interés serio e importante que condujo a 
las partes a realizar el negocio disfrazado. Por lo general se simula para sustraerse al 
cumplimiento de una obligación, evadir una disposición legal, guardar o aparentar una 
posición social o económica, etc., independientemente de que el fin sea lícito o no» (CSJ, 
SC7274, 10 jun. 2015, rad. n.° 1996-24325-01). 
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Y, en la misma sentencia, al establecer las consideraciones para decidir, señala: 
 4.1. La simulación consiste en una divergencia consciente y bilateral entre la voluntad 
real y la que se da a conocer a terceros, caracterizada porque se muestra al público un 
negocio jurídico que no corresponde a la intención verdadera de los partícipes; fluye que en 
un acto simulado «hay un escamoteo de la verdad, un ocultamiento de un acto real 
escondido debajo de otro y, a veces, tan sólo una apariencia de acto real que no corresponde 
a ninguno efectivo». 

Para su configuración es menester: (i) la divulgación de un querer aparente, que 
oculta las reales condiciones del negocio jurídico o la decisión de no celebrar uno; (ii) un 
acuerdo entre todos los partícipes de la operación para simular; y (iii) la afectación a los 
intereses de los intervinientes o de terceros. 

Frente al primer requisito, conviene señalar que la simulación puede presentarse 
porque la apariencia «no existe absolutamente» o porque «es distinta de la que aparece 
exteriormente», lo que da lugar a la clasificación entre el acto «absolutamente simulado o 
simulado relativamente» (CSJ, SC 23 mar. 1977). Aquél se caracteriza por una ausencia total 
de voluntad, a pesar de lo cual los interesados develan una falsa imagen hacia terceros; en el 
relativo existe una querer que, al ser exteriorizado, se muestra diferente a lo que 
efectivamente pretenden los negociantes. 

Ha dicho la jurisprudencia que la simulación es «'absoluta' cuando los intervinientes 
en el acto no tuvieron la intención o voluntad de concretar ningún acuerdo verdadero, 
tendiente a la producción de efectos jurídicos, de tal manera que el convenio mostrado solo 
es aparente, en tanto es 'relativa' en el evento de tener como objetivo o propósito los 
contratantes el de ocultar con la falsa declaración, un acuerdo genuinamente concluido, pero 
disfrazado ante terceros, ya sea en cuanto a su naturaleza, sus condiciones particulares o 
respecto de la identidad de las partes» (SC16608, 7 dic. 2015, rad. n.° 2001-00585-02, 
reitera el precedente SC 23 feb. 2006, rad. n.° 15508). 

Respecto al segundo requerimiento, es menester que todos los intervinientes en el 
acto simulado conozcan de la divergencia entre la voluntad real y la que se socializa, pues de 
lo contrario, esto es, cuando el conocimiento es unilateral, se configura una reserva mental 
que no produce efectos jurídicos. 

La Corte, refiriéndose al punto, manifestó: 
[L]a simulación en un contrato solamente puede ofrecerse cuando quienes participan 
en él se conciertan para crear una declaración aparente que oculte ante terceros su 
verdadera intención que puede consistir, en descartar inter-partes todo efecto 
negocial (simulación absoluta), o en que se produzcan otros efectos distintos, en iodo 
o en parte, de los que surgen de la declaración aparente (simulación relativa). Cuando 
uno solo de los agentes, mediante el contrato persigue una finalidad u objeto jurídico 
que le oculta al otro contratante, ya no se da el fenómeno simulatorio, porque esta 
reserva mental (propositum in mente retento) no convierte en irreal el contrato 
celebrado, en forma tal que este pueda ser declarado ineficaz o dotado de efectos 
distintos de los que corresponden al contrato celebrado de buena fe por la otra parte; 
ésta se ha atenido a la declaración que se le ha hecho; carece de medios para indagar 
si ella responde o no a la intención de su autor, y esa buena fe merece protección 
(C.S.J. S. C., sentencia de Abril 29 de 1971, reiterada en fallo de 3 de Jun. 1996, Rad. 
4280) (SC5631, 8 may. 2014, rad. n.° 2012-00036- 01). 
Tal fingimiento puede darse frente a cualquier acuerdo de voluntades, con 

independencia de su calificación como contrato, pues lo fundamental es que el querer que se 
publicita no tenga correspondencia con el verdadero; en otros términos, «en todo negocio 
puede haber engaños, connivencia entre las partes para disfrazar sus propósitos y presentar 
una apariencia distinta de lo que vive en su intimidad. La cuestión radica aquí en contrastar 
los casos en que los disfraces pueden ser rasgados para que impere la verdad oculta, con 
aquéllos en que, cualesquiera que hayan sido las cláusulas secretas, la disposición exclusiva 
es la que se manifiesta al público, sin conceder alcance alguno a alteraciones privadas», 
como sucede con la adopción, matrimonio, reconocimiento de filiación y testamento. 

En punto al tercer elemento, tratándose de acciones promovidas por terceros, se 
exige la demostración de un perjuicio irrogado por el acto simulado, como condición 
necesaria para legitimar el reclamo tendiente a descorrer el velo de la apariencia. 

Total que las convenciones están regidas, entre otros, por el principio del efecto 
relativo de los contratos -res inter alios acta-, el cual prescribe que únicamente las partes 
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están llamadas a accionar por los asuntos atinentes a sus declaraciones de voluntad, salvo 
que se acredite una afectación a intereses de terceros, caso en el cual éstos pueden 
demandar para enervar los actos fingidos y evitar la consolidación del daño causado.” 

 
Así las cosas, de la prueba allegada por la parte actora con el libelo genitor, no se 
desprende indicio alguno que demuestre, que estamos en presencia de actos 
jurídicos simulados por la parte demandada, toda vez que antes bien, hubo pago 
efectivo de los contratos de compraventa atacados y los compradores han venido 
ejerciendo libre, quieta y pacíficamente su derecho de dominio sobre los referidos 
inmuebles. 
 
Es que Señora Juez, viene al punto traer a colación lo que enseña el profesor 
ARTURO ALESSANDRI R., en DERECHO CIVIL, Parte Preliminar y General, Tomo 
II, Editorial Ediar Conosur Ltda., Santiago, 1991, a pág. 339 y s.s., al tratar sobre la 
simulación y la contraescritura, enseña que “La prueba de la simulación corresponde 
al que la alega, pues los actos y contratos se presumen sinceros”. Y, también, por su 
parte, el tratadista ARTURO VALENCIA ZEA, en CURSO DE DERECHO CIVIL 
COLOMBIANO, Editorial Librería Siglo XX, Bogotá, 1978, pág. 102 y s.s., en el 
capítulo referido a Actos Simulados, señala frente a la prueba de éstos en la acción 
impetrada por terceros, que: 
 “2.- La prueba que deben acreditar los terceros.- Todos los medios probatorios están 
al alcance de los terceros, a diferencia de la prueba restringida a que están sometidas las 
partes y que generalmente solo lo es la prueba literal y la confesión. Entre estas clases de 
pruebas que pueden suministrar los terceros se encuentran los indicios o prueba indiciaria. 
 a)- Respecto a una compraventa la simulación se funda más que en declaraciones de 
las partes, en hechos que la dejen comprender, como el seguir disponiendo el vendedor de 
los bienes que aparentemente ha vendido, la falta de medios pecuniarios del comprador, el 
interés de colocar los bienes en otras manos para hacer nugatorias las acciones de los 
acreedores.” 

 
Nuevamente indico a este Operador Judicial, que amén de la prueba testimonial 
convocada por la parte actora no existe otro medio probatorio en el expediente que 
acredite el dicho pregonado en el escrito demandatorio, siendo esa la oportunidad 
procesal para allegar la prueba conducente y pertinente que genere en el fallador la 
certeza jurídica de los fundamentos fácticos enunciados, pues claramente en este 
caso, los actos jurídicos señalados no tienen oculto evento diferente que al anunciado 
en los mismos y fueron ejecutados con el cumplimiento de las formalidades 
establecidas para el efecto, cumpliendo con las formalidades propias para la validez y 
existencia de los actos jurídicos de compraventa de inmuebles. Por lo tanto, no se 
puede ultimar al menos, la existencia de eventos de engaño u ocultamiento en la 
ejecución de los actos jurídicos atacados a través de esta acción, más aún, cuando la 
misma demandante fungió como testigo en la firma del contrato de promesa de 
compraventa celebrado entre la señora ORLANDA DE JESÚS ZAPATA MANCO, 
como compradora, y PROMOTORA ALDEA DEL VIENTO S.A., como vendedora, 
protocolizado mediante escritura pública No. 1637 del 13 de mayo de 2009 de la 
Notaría Veinticinco de Medellín, lo que acredita el conocimiento que tenía de ese acto 
jurídico a pesar de lo que enuncia en su escrito de demanda. 
 
Es por eso que a través del libelo genitor no se encuentra la comprobación de los 
elementos señalados por la Honorable Corte Suprema de Justicia para que, a través 
de los indicios allegados al expediente, pueda determinarse que en la realidad 
material ocurrió un negocio jurídico diferente al pactado en las escrituras públicas 
señaladas por la demandante, en ejercicio de lo consagrado en el artículo 167 del 
Código General del Proceso, cuando estipula que “Incumbe a las partes probar el 
supuesto de hecho de las normas que consagran el efecto jurídico que ellas 
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persiguen”, razón por la cual, solicito al Despacho DECLARAR PROBADA esta 
excepción y condenar en costas y agencias en derecho a la demandante por la 
temeridad de su acción. 
 

TERCERA: CUMPLIMIENTO FORMAL Y FÁCTICO DE LOS REQUISITOS DE LA 
COMPRAVENTA.- Formulo esta excepción Señora Juez, porque en nuestro 
ordenamiento jurídico el contrato de compraventa es un contrato consensual por 
regla general y, solemne únicamente por vía de excepción. Así lo establece el artículo 
1857 del Código Civil al señalar que “La venta se reputa perfecta desde que las 
partes han convenido en la cosa y en el precio, salvo las excepciones …”. Es decir, la 
venta deviene en solemne únicamente cuando el legislador ordena que debe 
celebrarse otorgando escritura pública o privada o cuando las partes disponen que su 
celebración debe hacerse mediante el lleno de una formalidad determinada. 
 
Al observar lo descrito en el libelo genitor, se observa claramente Señor Juez, que las 
partes cumplieron con lo dispuesto en la normatividad sustantiva para el 
perfeccionamiento de los contratos de venta, pues los mismos al recaer sobre bienes 
inmuebles se perfeccionaron mediante el otorgamiento de los instrumentos públicos 
correspondientes. En este sentido, indica el artículo 12 del Decreto 960 de 1970, que 
“Deberán celebrarse por escritura pública todos los actos y contratos de disposición o 
gravamen de bienes inmuebles, y en general aquellos para los cuales la ley exige esta 
solemnidad”. Y el artículo 13 siguiente, establece que “La escritura pública es el 
instrumento que contiene declaraciones en actos jurídicos, emitidas ante el notario, 
con los requisitos previstos en la ley y que se incorpora al protocolo. El proceso de su 
perfeccionamiento consta de la recepción, la extensión, el otorgamiento y la 
autorización”. 
 
Así las cosas, claro es el artículo 1857, inciso segundo, del Código Civil, al exigir que 
“la venta de los bienes raíces y servidumbres y la de una sucesión hereditaria, no se 
reputan perfectas ante la ley, mientras no sea otorgado escritura pública”, lo cual, 
conforme a la prueba aportada por la parte demandante desde la introducción de la 
demanda, ha sido cumplido en su integridad por la parte demandada al celebrar los 
contratos de compraventa señalados como simulados, por lo que se pregona que se 
cumplió a cabalidad con la ritualidad para la validez y eficacia de los negocios 
jurídicos relacionados en las escrituras públicas objeto de esta acción, lo que las hace 
plenamente válidas y que producen efectos frente a terceros. 
 
De igual forma, se verificó el pago de la venta, tal como se demuestra con esta 
contestación, habiendo consignado a favor del vendedor el precio acordado por parte 
de los codemandados que integran el litisconsorcio necesario. 
 
En consecuencia, solicito a la Señora Juez DECLARAR PROBADA esta excepción y 
condenar en costas y agencias en derecho a la demandante por la temeridad de su 
acción. 
 

CUARTA: PRESCRIPCIÓN.- Establece el artículo 2512 del Código Civil, que “la 
prescripción es un modo de adquirir las cosas ajenas, o de extinguir las acciones o 
derechos ajenos, por haberse poseído las cosas y no haberse ejercido dichas acciones 
y derechos durante cierto lapso de tiempo, y concurriendo los demás requisitos 
legales. 
Se prescribe una acción o derecho cuando se extingue por la prescripción.” 
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Por su parte, el artículo 2535 siguiente, reza: “La prescripción que extingue las 
acciones y derechos ajenos exige solamente cierto lapso de tiempo durante el cual no 
se hayan ejercido dichas acciones. 
Se cuenta este tiempo desde que la obligación se haya hecho exigible.” 
 
Y, el artículo 2536 ibídem, señala que “la acción ejecutiva prescribe por cinco (59 
años. Y la ordinaria por diez (10)”. 
 
En tratándose de instrumentos públicos y manifestada la existencia de la unión 
marital reconocida mediante escritura pública No. 1546 del 4 de junio de 2012 
extendida en la Notaría Primera de Medellín, la cual inició el día 15 de mayo de 
2009, tenemos que arrimar a la conclusión que la señora CRISTINA TORRES 
URREGO, en su calidad de compañera permanente, tenía conocimiento de los actos 
jurídicos señalados en esta demanda y la fecha de celebración de los mismos, toda 
vez que indica en su dicho que el verdadero comprador de los inmuebles aquí 
referidos fue su compañero permanente fallecido, DIEGO ARTURO RESTREPO 
ZAPATA y no los compradores que figuran en los instrumentos públicos, razón por la 
cual, ha transcurrido mucho más del tiempo establecido en nuestro ordenamiento 
jurídico para que, frente a la acción impetrada, opere el fenómeno de la 
PRESCRIPCIÓN EXTINTIVA, la cual se alega por mis representados. 
 
Adicional a lo anterior, se aporta prueba documental del conocimiento que tuvo la 
señora CRISTINA TORRES URREGO del contrato de promesa de compraventa de 
inmueble celebrado con anterioridad entre la señora ORLANDA DE JESÚS ZAPATA 
MANCO y la sociedad PALMAR DEL VIENTO S.A.S., en la que obra como testigo 
de dicho acto negocial, el cual fue suscrito el día 28 de abril de 2009, prueba más 
que fehaciente de este conocimiento, en virtud de lo cual, claramente ha operado el 
fenómeno de la prescripción que aquí se alega. 
 
Así las cosas, tenemos que al radicarse la demanda en el mes de octubre de 2020, 
han transcurrido más de los 10 años establecidos en la ley para que opere el 
fenómeno de la prescripción, la cual se interrumpe con la notificación de la demanda 
a los demandados, por lo que ruego a la Señora Juez, DECLARAR PROBADA la 
excepción que se formula frente a los actos notariales celebrados mediante 
instrumentos públicos Nos. 1637 del 13 de mayo de 2009 de la Notaría Veinticinco de 
Medellín y 1027 del 30 de septiembre de 2009 de la Notaría Única de Chigorodó, 
Antioquia. 
 

QUINTA: BUENA FE EXCENTA DE CULPA EN TERCERA ADQUIRENTE.- Esta 
excepción se formula Señora Juez, teniendo como fundamento el artículo 83 del 
Constitución Política que a la letra reza: 

“Las actuaciones de los particulares y de las autoridades públicas deberán ceñirse a los 
postulados de la buena fe, la cual se presumirá en todas las actuaciones que aquellos 
adelanten ante éstas”. 

 
La Corte Constitucional, al decidir sobre la exequibilidad del artículo 1776 del Código 
Civil -sentencia C-071 de 2004, M.P. Dr. ALVARO TAFUR GALVIS, para atajar la 
modalidad de simulación por acto posterior secreto, a fin de materializar el principio 
de buena fe y para proteger a los terceros ajenos al acuerdo contenido en documento 
privado, que en virtud a la modalidad escogida por quienes los suscriben se torna 
desconocido para los primeros, señaló: 

“Como bien se recuerda en la vista fiscal, el título XXI del Código Civil se halla 
referido a las “pruebas de las obligaciones”. Por ello la disposición del artículo 1766 
incorporada en dicho título, en cuanto establece el efecto que frente a lo terceros producen 
las escrituras privadas y las contraescrituras públicas con las cuales se altera el contenido 
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inicial de un acto jurídico es de la esencia del aspecto que se regula en el mismo, y de 
singular pertinencia para los efectos probatorios. 

Cabe destacar, igualmente, que el artículo acusado bajo el epígrafe “simulación” 
contiene dos hipótesis posibles en las cuales son inoponibles frente a terceros los pactos 
realizados por las partes de un contrato con el objeto de alterar las estipulaciones 
primigenias contenidas en escritura pública. De una parte, cuando se trate de escrituras 
privadas hechas por los contratantes para alterar lo pactado en escritura pública y, de otra, 
cuando se trate de contraescrituras públicas “cuando no se ha tomado razón de su contenido 
al margen de la escritura matriz cuyas disposiciones se alteran con la contraescritura”.  

Así, al establecer la norma que “las escrituras privadas hechas por los contratantes 
para alterar lo pactado en escritura pública no producirá efectos contra terceros”, resulta 
ajustado a toda lógica que los efectos de lo acordado en términos modificatorios de un 
acuerdo inicial solo aprovechan a quienes son parte del acuerdo modificatorio. 

Siguiendo la vista fiscal, parece también claro que la protección a los terceros ajenos 
al acuerdo contenido en documento privado, que en virtud a la modalidad escogida por 
quienes los suscriben se torna desconocido para los primeros, debe provenir de la norma 
que fija los efectos de los actos de tal naturaleza. Lo contrario implicaría dejar abierta la 
puerta a la interpretación subjetiva de los aspectos inherentes a las obligaciones civiles y 
comerciales en cuanto tocan con los terceros, con el consecuente impacto en la economía 
procesal. 
… 

La Corte Suprema de Justicia a través de su Sala de Casación Civil desde su sentencia 
de 27 de julio de 1935, ha venido señalando el alcance de la disposición en comento, y se ha 
hecho eco de los debates doctrinales que sucesivamente se han presentado, entre otros 
temas acerca de la fundamentación misma de la acción de simulación, según se hayan 
acogido, la teoría dualista o la monista, de las características del acto simulado según su 

carácter absoluto o relativo1, o de los partícipes en la actuación simulada. 
Al respecto en la sentencia de 30 de mayo de 1970, M.P. Ernesto Cediel Ángel, citada 

por los intervinientes esa Corporación recordó que el Artículo 1766 del Código Civil 
constituye “como es bien sabido, el fundamento legal de la doctrina de la simulación que a 
través de numerosos fallos ha desarrollado y estructurado la Corte a partir del 27 de julio de 
1935, puesto que en todo caso de simulación, cualquiera que sea su grado, el problema 
principal que se ofrece radica en la determinación de la eficacia que haya de otorgársele al 
aspecto secreto del acuerdo simulatorio frente al ostensible; y la norma transcrita, enfocando 
el problema a través de sus manifestaciones externas, brinda la solución al mismo al estatuir 
de manera terminante que las escrituras privadas o contraestipulaciones no producirán 
efecto contra terceros”. Allí se precisaron los diversos efectos según se trate de las partes 
o de los terceros. 

En cuanto a los efectos de las escrituras privadas entre las partes, se puntualizó:  
“Tal solución, por lo que atañe a las partes, se ofrece obviamente, pues al 
establecer el Art. 1766 del C. C. que “las escrituras privadas hechas por los 
contratantes para alterar lo pactado en escritura pública, no producirán 
efecto contra terceros”, está diciendo implícitamente, pero no por ello en 
forma menos categórica, que entre las partes y contra ellas sí producen 
efecto esas contraestipulaciones. Y ello tiene que ser así, puesto que si los 
contratantes declararon deliberadamente una voluntad diferente de la que 
realmente tenían, ninguno de ellos puede pretender que sus relaciones 
jurídicas se rijan por esa declaración; en cambio, como su verdadero querer 
se halla recogido en la contraestipulación, cualquiera de las partes puede 
exigir de la otra el cumplimiento de lo que en ella aparece convenido. 
Asiste, por tanto, a los contratantes el derecho de exigir que lo pactado 
ocultamente entre ellos prevalezca sobre la declaración contenida en la 

 
1 Así en la sentencia de 19 de septiembre de 2001, Expediente 6913 la Corte Suprema, Sala de Casación Civil, M.P. Silvio 
Fernando Trejos Bueno puntualiza: 
“2. Así mismo, conviene recordar que la distinción entre simulación absoluta y relativa, depende del alcance que se le dé al acto 
disfrazado: una cosa es el acuerdo simulatorio que se cifra en una apariencia contractual sin ningún elemento real y que, por 
ello, implica la negación de cualquier vínculo; otra diversa es el acuerdo en el que hay un contenido cierto, aunque disimulado u 
oculto tras un artificio, pero que da cuenta de la auténtica meta de los agentes, aunque de modo divergente del acto externo o 
manifiesto”. 
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escritura pública y que, por consiguiente, sus relaciones se rijan de 
conformidad con lo que realmente convinieron”. (Resaltado en el texto). 
Y en relación con los efectos frente a terceros y las posibilidades de estos frente al 

acto simulado, la Sala de Casación Civil, puntualizó que ellos por virtud de la disposición en 
análisis asumen una situación de privilegio que la sentencia en comento hace consistir en que 
los terceros pueden “atenerse a la declaración hecha en la escritura pública o a lo 
pactado por los contratantes en la contra-escritura, según lo que mejor les 
conviniere”. 

Sobre el derecho a atenerse a la declaración hecha en la escritura pública, que para 
efectos de esta sentencia es también importante destacar, se precisaba:  

“Al establecer, en efecto, dicha norma que las escrituras privadas, hechas por los 
contratantes para alterar lo pactado en escritura pública, no producirán efecto contra 
terceros, está pregonando la inoponibilidad de la contraestipulación frente a terceros de 
buena fe, y consiguientemente, el derecho de éstos a atenerse, en sus relaciones con 
los contratantes, a lo declarado en la escritura pública. La inoponibilidad de la 
contraestipulación se ofrece así como una elemental medida de protección a los 
derechos de terceros de buena fe, quienes por ignorar la existencia de aquélla, dada su 
natural reserva, tienen que proceder en sus relaciones con los contratantes sobre la 
base de la sinceridad de las declaraciones hechas por ellos en la escritura pública”. 
Y se agregaba por la Corte Suprema de Justicia: 
“Conviene sí observar que no obstante que el artículo 1766 de Código Civil hace 
referencia a las escrituras privadas y a las contraescrituras públicas hechas por los 
contratantes para alterar lo pactado en escritura pública, la inoponibilidad que en él se 
consagra frente a terceros de buena fe se predica de toda declaración hecha 
secretamente por las partes, así haya sido en forma verbal: y que la prevalencia de esa 
declaración sobre la aparente, en los casos anteriormente mencionados, tiene 
aplicación aún en el caso de que ninguna de las dos se haya consignado por escrito”. 
En armonía con lo expuesto cabe afirmar entonces que la disposición acusada, de manera 

clara busca proteger a quienes no han participado en el acto que conforme a la ley debe ser 
plasmado en escritura pública y les precave contra los efectos que pudieren derivarse de 
actos celebrados por las partes de los cuales no hayan tenido conocimiento. La disposición 
señala que esa protección, precisamente les es debida por su calidad de terceros en quienes 
ha de presumirse la buena fe. Es decir que el acto simulado no tiene la fuerza jurídica de 
afectarlos, les es inoponible, en los términos de la misma disposición. Y en ese orden de 
ideas, antes que atentatoria contra el principio de la buena fe, resulta realizadora del mismo.” 

 
Y más adelante, en la misma sentencia, dijo que “Ahora bien, para la Corte, en 
concordancia con el entendimiento dado por la jurisprudencia y la doctrina que se han 
referido en el correspondiente aparte de esta sentencia, la circunstancia de que los acuerdos 
y contraescrituras que resultan contrarios a los explícitamente estipulados por las partes en 
escritura pública no coincidan en la expresión de las partes, no significa atentado al principio 
de la buena fe. Evidentemente, frente a terceros, ya se ha señalado que precisamente 
conforme al contenido explicito de la norma acusada aquellos les son inoponibles (cuando se 
trate de terceros de buena fe, sin que la ley haya calificado esa circunstancia como exenta de 
culpa). …” 
 
En este sentido claro es Señora Juez, que la señora MARIA ADELGIZA HOYOS 
NARANJO, al haber adquirido el bien inmueble identificado con matrícula 
inmobiliaria No. 001-894756 de la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de 
Medellín, Zona Sur, mediante escritura pública No. 994 del 30 de septiembre de 2020 
de la Notaría Primera de Itagüí, está protegida bajo este precepto constitucional y no 
puede verse afectada en su derecho de dominio adquirido legítimamente a través del 
otorgamiento del instrumento público en un acto de compraventa puro y simple, 
razón por la cual, ruego a la Señora Juez, DECLARAR PROBADA esta excepción.  
 

SEXTA: TEMERIDAD.- Nuestra legislación consagra que la temeridad entraña la 
inexcusabilidad del error cometido. En el presente caso existe una equivocada 
formulación de la premisa sobre la cual se fundamentan las pretensiones de la 

Folio013

Recibo 11/06/2021 9:26pm

228



OSCAR DARÍO VÁSQUEZ TORRES 
                                                                                        ABOGADO  U. DE A. 
                                                                                    oscardariovt@hotmail.com 

Carrera 66B #Circ. 5-15  Ed. Esquina de la Quinta  Teléfonos 230 43 90 - 436 35 31 Medellín 

demanda, pues clara es nuestra jurisprudencia al indicar que la acción de simulación 
relativa la pueden pretender terceros que se ven quebrantados por actos dispositivos 
“dolosos” o “inexistentes” u “ocultos” llevados a cabo por su deudor, estos 
eventos no han sido demostrados por la actora al enunciar los hechos de la demanda. 
En este sentido, asume una conducta abusiva y perjudicial, no solo para los 
demandados sino también para la administración de justicia, porque se debe impedir 
“… las actuaciones dolosas o temerarias porque estas constituyen un verdadero 
abuso del derecho y lesionan los intereses legítimos de la otra parte y le causan 
perjuicios indemnizables y entraban, contrariando el bien común, la recta y pronta 
administración de justicia…”. 
 
El Consejo de Estado ha señalado que: “La temeridad se define como “Una 
reprochable conducta mediante la cual una persona independientemente de su 
posición activa o pasiva dentro del proceso, hace uso indebido de los instrumentos 
legales de orden sustancial o proceso, -desvirtuándolos-, en busca de efectos 
favorables a sus pretensiones.” 
En síntesis, la temeridad se configura por el ejercicio arbitrario y sin fundamento de la 
acción popular, por la formulación de pretensiones sin respaldo alguno, así como 
también cuando de los hechos y del material probatorio se infiere la absoluta 
improcedencia de la acción, o cuando se interponen recursos carentes de respaldo, 
en aras de favorecer únicamente los propios intereses y no los derechos colectivos 
cuya protección se invoca”. 
 
Y, según el artículo 79 del Código General del Proceso se considera que existe 
temeridad o mala fe, en los siguientes casos: 
“1. Cuando sea manifiesta la carencia de fundamento legal de la demanda, 
excepción, recurso, oposición o incidente, o a sabiendas se aleguen hechos contrarios 
a la realidad. 
2. Cuando se aduzcan calidades inexistentes. 
3. Cuando se utilice el proceso, incidente o recurso para fines claramente ilegales o 
con propósitos dolosos o fraudulentos. 
4. Cuando se obstruya, por acción u omisión, la práctica de pruebas. 
5. Cuando por cualquier otro medio se entorpezca el desarrollo normal y expedito del 
proceso. 
6. Cuando se hagan transcripciones o citas deliberadamente inexactas.” 
 
Sírvase en consecuencia Señor Juez, DECLARAR fundada la temeridad con que 
actúa la demandante y en consecuencia, imponer las sanciones pecuniarias a que 
haya lugar. 
 

PRUEBAS 
 

Sírvase Señor Juez, tener y hacer valer como tales, las aportadas con el escrito de 
demanda y las siguientes que relaciono: 
 

INTERROGATORIO DE PARTE: 
 
Sírvase Señor Juez, decretar interrogatorio de parte a la demandante, el cual 
practicaré en forma oral o escrita en la audiencia inicial de que trata el artículo 372 
del Código General del Proceso y que versará sobre los hechos de la demanda y lo 
narrado en el escrito de contestación. 
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DOCUMENTALES: 
 
Sírvase Señor Juez, tener y hacer valer como tales las aportadas con el escrito 
introductor y las siguientes: 
 

1. Los poderes debidamente conferidos por mis prohijados. 
2. Derecho de Petición elevado a la UGPP y respuesta que anexa Resolución de 

Reconocimiento de Pensión Mensual Vitalicia por Vejez a la señora Orlanda de 
Jesús Zapata Manco. 

3. Reliquidación de Pensión Mensual Vitalicia a la señora Orlanda de Jesús Zapata 
Manco. 

4. Registro civil de nacimiento del señor Juan Camilo Velásquez Zapata para 
acreditar su filiación con la señora Libertad Zapata Manco. 

5. Derecho de Petición dirigido a la Unidad para la Atención y Reparación Integral 
a las Víctimas, copia de la solicitud de reparación ante Acción Social de la 
Presidencia de la República y constancia de radicación del derecho de petición 
por parte de esta Entidad, presentado a nombre de la señora Libertad Zapata 
Manco. 

6. Extracto de semanas cotizadas a Colpensiones de la señora Libertad Zapata 
Manco donde consta el aporte de los empleadores. 

7. Contrato de Promesa de Compraventa del bien inmueble identificado con folio 
de matrícula inmobiliaria No. 001-1007938 de la Oficina de Registro de 
Instrumentos Públicos de Medellín, Zona Sur, en el que firma como testigo la 
aquí demandante. 

8. Recibos de pago de parte de la vendedora y a favor de la señora Orlanda de 
Jesús Zapata Manco, del bien inmueble con folio de matrícula inmobiliaria No. 
001-1007938 de la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Medellín, 
Zona Sur. 

9. Copia del contrato de arrendamiento celebrado por Skyland Realty S.A.S. en 
calidad de arrendadora y los señores Diego Arturo Restrepo Zapata y Juan 
Fernando Echavarría Higuita en calidad de arrendatarios. 

 

TESTIMONIAL: 
 
Sírvase Señor Juez, recepcionar prueba testimonial a las personas que se relacionan a 
continuación, quienes rendirán declaración sobre los hechos de esta demanda y su 
contestación: 
 

• LIBERTAD ZAPATA MANCO, identificada con cédula de ciudadanía No. 43.082.293, 
se ubica en la Calle 11 No. 9 – 31 del Municipio de Dabeiba, Antioquia, celular 312 
770 42 69 y dirección electrónica libertadzapata@hotmail.com, quien declarará sobre 
la solvencia y capacidad económica de los demandados, la situación económica del 
señor Diego Arturo Restrepo Zapata y demás hechos relevantes para el proceso. 

• JUAN FERNANDO ECHAVARRÍA HIGUITA, identificado con cédula de ciudadanía 
No. 8.431.050, se ubica en la Carrera 84 No. 32B – 110 Apartamento 1003 de 
Medellín, celular 310 589 77 25 y dirección electrónica oscardariovt@hotmail.com, 
quien declarará especialmente sobre la inexistencia de obligaciones económicas u 
incumplimientos en sus obligaciones por parte del señor Diego Arturo Restrepo 
Zapata y con quién vivía al momento de su fallecimiento. 

• FLAVIO DE JESÚS MARÍN URIBE, identificado con cédula de ciudadanía No. 
3.626.948, se ubica en la Calle 10 No. 15 – 28 de Santafe de Antioquia, celular 301 
452 70 72 y dirección electrónica flamarinu@gmail.com, quien versará su declaración 
especialmente sobre la capacidad económica de la demandada Orlanda de Jesús 
Zapata Manco. 
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• MARIA EUGENIA MARÍN POSADA, identificada con cédula de ciudadanía No. 
21.744.635, se ubica en la Avenida Balboa No. 10 – 87 del Municipio de Dabeiba, 
Antioquia, celular 314 814 93 52 y dirección electrónica maría.e.17@hotmail.com, 
quien versará su declaración sobre la situación económica de las hermanas Zapata 
Manco para la época de adquisición de los bienes inmuebles. 

 
NOTIFICACIONES 

 

Las notificaciones personales a que haya lugar, las recibiré en mi oficina situada en la 
Carrera 66B No. C5-15 de la ciudad de Medellín o en la Secretaría del Despacho, 
correo electrónico oscardariovt@hotmail.com, celular 315 512 85 71.- 
 

La demandante: En la dirección aportada para el efecto con el escrito de 
demanda. 
 

Los demandados: En la dirección aportada para el efecto con el escrito de 
demanda. 
 

De la Señora Juez, cordialmente, 
 

 

 

OSCAR DARÍO VÁSQUEZ TORRES 
C.C. 71.697.189 de Medellín 
T.P. 65.695 del C. S. de la J. 
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Señores 
FONDO DE PENSIONES PÚBLICAS DEL NIVEL NACIONAL - FOPEP 
E.S.D. 
 

Asunto: Derecho de Petición – Acceso a la Información. 
 

OSCAR DARÍO VÁSQUEZ TORRES, mayor de edad, vecino y residente en el 
Municipio de Medellín, abogado titulado, con Tarjeta Profesional No. 65.695 del 
Consejo Superior de la Judicatura e identificado con cédula de ciudadanía No. 
71.697.189 de Medellín, actuando en calidad de apoderado judicial de la señora 
ORLANDA DE JESÚS ZAPATA MANCO, mujer mayor de edad, vecina y residente 
en el Municipio de Dabeiba, Antioquia, e identificada con cédula de ciudadanía No. 
32´542.910, de manera respetuosa y en ejercicio del Derecho Constitucional de 
Petición consagrado en el artículo 23 de la Constitución Política de Colombia, 
nuevamente me permito presentar ante esta Entidad DERECHO DE PETICIÓN de 
ACCESO A LA INFORMACIÓN para que se sirvan conceder la petición que más 
adelante señalo, con base en los siguientes 
 

HECHOS 
 

PRIMERO: Mí representada, ORLANDA DE JESÚS ZAPATA MANCO, identificada 
con cédula de ciudadanía No. 32542.910, presentó solicitud de reconocimiento de 
pensión mensual vitalicia por vejez ante la Caja Nacional de Previsión Social, la cual le 
fue reconocida mediante resolución No. 27341 del día 2 de diciembre del año 2004, 
habiendo cumplido requisitos para acceder a la misma desde el 14 de octubre del año 
2003, fecha en la que radicó la solicitud de reconocimiento de dicha pensión bajo el 
No. 38928. 
 

SEGUNDO: La pensión reconocida en dicha resolución, fue reliquidada mediante 
resolución No. IHC 17917 del 21 de abril de 2006 bajo el radicado No. 32589/2005. 
 

TERCERO: Actualmente, la señora ZAPATA MANCO es el extremo pasivo de una 
acción verbal de simulación relativa que cursa en el Juzgado Trece Civil del Circuito 
de Oralidad de Medellín, bajo el radicado 050013103-20210-00232-00. 
 

CUARTO: A fin de que obre como prueba de la capacidad económica de mi 
prohijada, ruego a esta Entidad del orden nacional, atender la petición que se señala 
a continuación, la cual será aportada como prueba en el referido proceso verbal. 
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PETICIÓN 
 

De conformidad con los hechos aquí narrados, en forma comedida y respetuosa 
solicito al FONDO DE PENSIONES PÚBLICAS DEL NIVEL NACIONAL - FOPEP, 
expedir COPIA CERTIFICADA de las resoluciones por medio de las cuales se 
reconoció la pensión mensual vitalicia por vejez a la señora ORLANDA DE JESÚS 
ZAPATA MANCO, identificada con cédula de ciudadanía No. 32542.910, así como 
también CERTIFICAR el valor del retroactivo reconocido o de las liquidaciones de 
hechas por concepto de pensión mensual vitalicia por vejez y las fechas en que fue 
pagado el mismo, para ser aportadas como prueba al Juzgado Trece Civil del Circuito 
de Oralidad de Medellín, en el proceso que allí cursa bajo el radicado 0500131-013-
2020-00232-00. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 

Fundamento esta solicitud, en lo establecido en el artículo 23 de la Constitución 
Nacional de Colombia. 
 

PRUEBAS 
 

Sírvanse tener y hacer valer como pruebas, el poder debidamente conferido para 
presentar esta petición. 
 

NOTIFICACIONES 
 

Las notificaciones personales a que haya lugar, las recibiré en mi oficina situada en la 
Carrera 66B No. Circ. 5-15, teléfono 230 43 90 y 436 35 31 de la ciudad de 
Medellín, email oscardariovt@hotmail.com y/o oscardariovt@gmail.com. 
 

De Ustedes, cordialmente, 
 

 

 

OSCAR DARÍO VÁSQUEZ TORRES 
C.C. 71.697.189 de Medellín 
T.P. 65.695 del C. S. de la J. 
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Señores 

ACCIÓN SOCIAL – PRESIDENCIA DE LA REPÚBLICA 
MINISTERIO DEL INTERIOR Y DE JUSTICIA 

República de Colombia 
E.S.D. 

 

Asunto: Derecho de Petición – Acceso a la Información. 

 

OSCAR DARÍO VÁSQUEZ TORRES, mayor de edad, vecino y residente en 

el Municipio de Medellín, abogado titulado, con Tarjeta Profesional No. 
65.695 del Consejo Superior de la Judicatura e identificado con cédula de 

ciudadanía No. 71.697.189 de Medellín, actuando en calidad de apoderado 
judicial de la señora LIBERTAD ZAPATA MANCO, mujer mayor de edad, 

vecina y residente en el Municipio de Dabeiba, Antioquia, e identificada con 
cédula de ciudadanía No. 43´082.293, de manera respetuosa y en ejercicio 

del Derecho Constitucional de Petición consagrado en el artículo 23 de la 
Constitución Política de Colombia, nuevamente me permito presentar ante 

esta Entidad DERECHO DE PETICIÓN de ACCESO A LA INFORMACIÓN 
para que se sirvan conceder la petición que más adelante señalo, con base 

en los siguientes 

 

HECHOS 

 

PRIMERO: Mí representada, LIBERTAD ZAPATA MANCO, identificada con 
cédula de ciudadanía No. 43´082.293, presentó solicitud de Reparación 

Administrativa ante ACCIÓN SOCIAL de la Presidencia de la República, 
en su calidad de víctima por la desaparición forzada de su esposo JORGE 

LEÓN GARCÍA DAVID, quien en vida se identificaba con la cédula de 
ciudadanía No. 8.416.588. 

 

SEGUNDO: Esta solicitud fue radicada el día 6 de agosto de 2008, la cual 

quedó con el número de radicación 28445. 

 

TERCERO: El hijo de la señora LIBERTAD ZAPATA MANCO, señor JUAN 

CAMILO VELÁSQUEZ ZAPATA, en la actualidad es el extremo pasivo de 

una acción verbal de simulación relativa que cursa en el Juzgado Trece Civil 
del Circuito de Oralidad de Medellín, bajo el radicado 050013103-20210-

00232-00. 
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CUARTO: Dicha acción de simulación pretende, que se declare que el señor 

VELÁSQUEZ ZAPATA no es propietario de un bien inmueble ubicado en el 
Municipio de Dabeiba, el cual adquirió junto con la ayuda de su señora 

madre, quien aportó a favor de su hijo el producto de la reparación que 
como víctima recibió de parte del Estado Colombiano. 

 

QUINTO: A fin de que obre como prueba de la capacidad económica que 

para la fecha de reparación integral como víctima recibió la señora 
LIBERTAD ZAPATA MANCO, que aportó dicha indemnización para la 

adquisición del inmueble objeto de la demanda, ruego a esta Entidad del 
orden nacional, atender la petición que se señala a continuación, la cual será 

aportada en el referido proceso verbal para los fines señalados. 

 

PETICIÓN 

 

De conformidad con los hechos aquí narrados, en forma comedida y 
respetuosa solicito a ACCIÓN SOCIAL – PRESIDENCIA DE LA 

REPÚBLICA, MINISTERIO DEL INTERIOR Y DE JUSTICIA, expedir 
COPIA CERTIFICADA de la resolución o acto administrativo por medio de 

la cual se reconoció la reparación como víctima a la señora LIBERTAD 
ZAPATA MANCO, identificada con cédula de ciudadanía No. 43´082.293, 

en su calidad de cónyuge del fallecido JORGE LEÓN GARCÍA DAVID, quien 
en vida se identificaba con la cédula de ciudadanía No. 8.416.588, para ser 

aportada como prueba al Juzgado Trece Civil del Circuito de Oralidad de 
Medellín, en el proceso que allí cursa bajo el radicado 0500131-013-2020-

00232-00. 

 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

 

Fundamento esta solicitud, en lo establecido en el artículo 23 de la 
Constitución Nacional de Colombia. 

 

PRUEBAS 

 

Sírvanse tener y hacer valer como pruebas, el poder debidamente conferido 
para presentar esta petición y copia de la solicitud de reparación de víctima 

bajo el radicado 28445 del 6 de agosto de 2008. 

 

NOTIFICACIONES 
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Las notificaciones personales a que haya lugar, las recibiré en mi oficina 
situada en la Carrera 66B No. Circ. 5-15, teléfono 230 43 90 y 436 35 

31 de la ciudad de Medellín, email oscardariovt@hotmail.com y/o 
oscardariovt@gmail.com. 

 

De Ustedes, cordialmente, 

 

 

 

OSCAR DARÍO VÁSQUEZ TORRES 

C.C. 71.697.189 de Medellín 

T.P. 65.695 del C. S. de la J. 
 

Folio039

Recibo 11/06/2021 9:26pm

254

mailto:oscardariovt@hotmail.com
mailto:oscardariovt@gmail.com


Folio040

Recibo 11/06/2021 9:26pm

255



Folio041

Recibo 11/06/2021 9:26pm

256



Folio042

Recibo 11/06/2021 9:26pm

257



Folio043

Recibo 11/06/2021 9:26pm

258



Folio044

Recibo 11/06/2021 9:26pm

259



Folio045

Recibo 11/06/2021 9:26pm

260



Folio046

Recibo 11/06/2021 9:26pm

261



Folio047

Recibo 11/06/2021 9:26pm

262



Folio048

Recibo 11/06/2021 9:26pm

263



Folio049

Recibo 11/06/2021 9:26pm

264



Folio050

Recibo 11/06/2021 9:26pm

265



Folio051

Recibo 11/06/2021 9:26pm

266



Folio052

Recibo 11/06/2021 9:26pm

267



Folio053

Recibo 11/06/2021 9:26pm

268



Folio054

Recibo 11/06/2021 9:26pm

269



Folio055

Recibo 11/06/2021 9:26pm

270



Folio056

Recibo 11/06/2021 9:26pm

271



Folio057

Recibo 11/06/2021 9:26pm

272



Folio058

Recibo 11/06/2021 9:26pm

273



Folio059

Recibo 11/06/2021 9:26pm

274



Folio060

Recibo 11/06/2021 9:26pm

275



Folio061

Recibo 11/06/2021 9:26pm

276



Folio062

Recibo 11/06/2021 9:26pm

277



Folio063

Recibo 11/06/2021 9:26pm

278


	Contestación Demanda por Simulación.pdf (p.1-16)
	Poder Orlanda de Jesús Zapata Manco.pdf (p.17-18)
	Poder Duván Yamid Sanmiguel Zapata.pdf (p.19-20)
	Poder Juan Camilo Velásquez Zapata.pdf (p.21-22)
	Poder Maria Adalgiza Hoyos Naranjo.pdf (p.23-24)
	Derecho de Petición - Fopep.pdf (p.25-28)
	Derecho de Petición - Fopep.pdf (p.1-2)
	Poder para Derecho de Petición - FOPEP.pdf (p.3-4)

	Reliquidación Pensión Orlanda de J. Zapata Manco 2005.pdf (p.29-35)
	Registro Civil Juan Camilo Velásquez Zapata.pdf (p.36)
	Derecho de Petición - Acción Social Presidencia de la República.pdf (p.37-40)
	Derecho de Petición - Acción Social Presidencia de la República.pdf (p.1-3)
	Solicitud de Reparación Administrativa - Acción Social - Libertad Zapata Manco.pdf (p.4)

	Extracto Semanas Cotizadas Libertad Zapata Manco.pdf (p.41-44)
	Contrato de Promesa de Compraventa Campiña de Toledo.pdf (p.45-52)
	Recibos de Pago Casa La Campiña Toledo.pdf (p.53-56)
	Contrato de Arrendamiento - Diego Restrepo.pdf (p.57-63)

